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La LOFAGE ¿Una nueva ocasión perdida para 
la organización de la Administración y el sector 
público generales? 
Por D. Luciano Parejo Alfonso. Catedrático de Derecho adminis-
trativo. Universidad Carlos 111 de Madrid 
l. La emergencia y afirmación, difíciles, de 
la organización como dimensión determi-
nante del estatuto de la Administración pú-
blica 
Conocida es nuestra tradicional incuria en mate-
ria de organización administrativa. A ella son recon-
ducibles sin duda gran parte de los males que han 
aquejado y siguen afectando a nuestro sistema de Ad-
ministración pública. Nos impide percibir, en efecto, 
la trascendencia de la organización para la Ley, la 
norma en general. Cuando ésta es administrativa, es 
básicamente programación de la acción de los corres-
pondientes sujetos administrativos, de modo que su 
suerte es indisociable de la de éstos: depende de la or-
ganización no sólo su efectividad, sino lo que la nor-
ma sea en la práctica. Pero nos impide también ver la 
estrecha imbricación entre «construcciÓn>>, «funciona-
miento>> y actividad externa, de un lado, y entre organi-
zación y medios personales, materiales y económicos, de 
otro, condenando a la frustración todo intento de im-
plantación de la perspectiva integradora de la «gestióm>. 
La incuria no es en modo alguno incompatible 
con la hiperactividad en la materia y el uso desem-
barazado de la potestad de organización. Antes al 
contrario , los explica y propicia. Pues hace de la or-
ganizaci'ón un objeto manipulable a voluntad y sin 
límites netamente perceptibles y controlables. 
Tanto la Constitución, como la pertenencia a la 
Unión Europea, imponen jurídicamente la supera-
ción de este déficit organizativo. 
La primera, porque define en sus artículos 103, 
104, 105, 106 y 128 un marco normativo, claro y de 
directa aplicación, para el binomio sujetos-actividades 
administrativos, del que predica eficacia en su serví-
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cialidad -en el Derecho- respecto de los intereses pú-
blicos. 
La segunda, porque refuerza la exigencia ínsita 
en el marco constitucional, al imponer -desde la pers-
p ectiva material que impone su cometido de realiza-
ción del mercado primero común y ahora único- el 
respeto universal del estatuto propio de las activida-
des económicas que hacen el mercado y, por tanto, la 
transparencia en la relación entre el aludido binomio 
(objeto en sí mismo del orden estatal interno) y el inte-
grado por los sujetos y las actividades económicas pri-
vados; regla que presupone la principia! separación 
de ambos. 
La inercia de nuestros hábitos organizativos expli-
ca que haya habido que esperar a la segunda mitad 
de los años noventa para que el legislador afrontara la 
tarea de la racionalización del panorama organizativo 
del sistema administrativo/sector público general. 
El comienzo, en 1996 (1), por su parte <<empresa-
rial>>, con la «racionalización» del sector público eco-
nómico, es bien significativo de la necesidad que he-
mos tenido de estímulo suplementario (comunitario-
europeo) al propio del orden constitucional propio 
para vencer nuestra indisciplina organizativa. Sea 
como fuera, el esfuerzo así comenzado ha logrado 
culminarse en abril de 1997 con la publicación de la 
Ley 6/1997, de Organización y Funcionamiento de la 
Administración General del Estado (en adelante 
LOFAGE); texto que debe ser saludado por su cla ra y 
decidida ambición de establecimiento de un verdade-
ro sistema de organización del mundo de los sujetos 
públicos o en mano pública, es decir, del entero sector 
público general o del Estado en sentido estricto, per-
fectamente ajustado al orden «constitucional>> interno 
y comunitario-europeo y que, por su concepción y di-
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seño, supone un avance decisivo, un verdadero hito 
en la materia (2). 
Las esperanzas de entrada en una nueva era organi-
zativa que podían haberse depositado más que justifica-
damente en el sistema recién instalado han empezado a 
quedar empañadas desde su mismo nacimiento. Como 
si la indisciplina limitada tolerada ya por la misma 
LOFAGE fuera un presagio, el Estado no ha concedído 
a ésta ni siquiera un mínimo período de gracia y ha 
vuelto por donde solía, adoptando medidas que, si de 
diferente porte y alcance, ponen todas ellas en tela de 
juicio su voluntad de someterse a éste o cualquier mode-
lo o sistema coherente y socavan desde el principio la 
autoridad del recién implantado y de la política que ha 
de servirlo. 
2. La subsistencia y rebelión de los vicios 
tradicionales 
2.1. El uso abusivo y tergiversador de lapo-
testad de organización 
La vuelta a la manipulación abierta de la organi-
zación se ha estrenado con una operación verdadera-
mente espectacular por la desvirtuación de principios 
y reglas, incluso de rango constitucional, que supone. 
Se trata de la transformación de que la Ley 62/1997, 
de 26 de diciembre, ha hecho objeto a las autoridades 
portuarias, nacidas en 1992 como entidades de Dere-
cho público atípicas, actuantes en régimen de Dere-
cho privado, pero inscritas en la órbita del tambien 
atípico ente público Puertos del Estado, sujetas a la 
tutela y fiscalización últimas del Ministerio hoy de Fo-
mento y gestoras de puertos de titularidad estatal. La 
Ley, además de insistir en la huida al Derecho priva-
do (el desarrollo de la actividad, dice la exposición de 
motivos, <<con procedimientos de gestión empresa-
rial>>, sin perjuicio obviamente de los mecanismos de 
control económico-financiero, que son los únicos pú-
blicos que se toleran), persigue -siempre según su ex-
posición de motivos- la participación de las comuni-
dades autónomas <<en la estructura y organización de 
los puertos de interés general, a través de la designa-
ción de los órganos de gobierno de las autoridades 
portuarias>> (nada menos que el presidente y el Conse-
jo de Administración), sin perjuicio -eso sí- de la ga-
rantía en todo caso <<de la presencia en éste [el 
Consejo de Administración] (¡sic!) de las Administra-
ciones local, autonómica y central, de las cámaras 
de comercio, industria y navegación, de las organiza-
ciones empresariales y sindicales más representativas 
y de los sectores económicos relevantes realcionados 
con el tráfico portuario>>. No hay, pues, intención al-
guna de acomodación al esquema de la LOFAGE, 
pero, además y lo que es más grave aún, por mor de 
una pura manipulación organizativa (la forma de de-
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signacwn de las personas que han de actuarios), las 
autoridades portuarias han pasado a poder ser servi-
ciales del círculo de intereses de las comunidades au-
tónomas y no de la instancia territorial a la que orga-
nizativamente pertenecen (la cual queda reducida a la 
condición de una más de las participantes, junto con 
los intereses sociales y económicos). ¡Y ello sin necesi-
dad de alteración alguna de la distribución de compe-
tencias, ni de la calificación de los puertos gestiona-
dos! Véase, pues, las posibilidades inmensas de la 
organización: gracias a ella se puede conseguir el mi-
lagro de que una administración general sea en reali-
dad autonómica. Diga lo que diga la Constitución y 
establezca ésta los mecanismos que quiera para la ar-
ticulación del Estado autonómico. 
2.2. La indisciplina organizativa del particu-
larismo de las piezas del sistema adminis-
trativo 
La indisciplina organizativa no ha esperado tam-
poco para manifestarse y de forma no menos especta-
cular y aprovechando el hueco abierto por el propio 
desfallecimiento de la LOFAGE. Si las entidades ges-
toras y los servicios comunes de la Seguridad Social 
constituyen excepción al sistema por ésta diseñado 
(no así al régimen económico-financiero común de la 
legislación presupuestaria, por una razón al mismo 
tiempo misteriosa y patente), no puede sorprender la 
creatividad desencadenada por tal excepción. Lo que 
en realidad son simples establecimientos de un servi-
cio público asistencial han pasado a ser, por mor de la 
facilidad organizativa, <<fundaciones>>. Así lo dispuso, 
de forma prácticamente coetánea a la LOFAGE, la 
Ley 15/1997, de 25 de abril: la gestión y administra-
ción de los centros, servicios y establecimientos sanita-
rios de protección de la salud o de atención sanitaria 
o sociosanitaria puede llevarse a cabo directa o indi-
rectamente a través de la constitución de cualesquiera 
entidades de naturaleza o titularidad pública admiti-
das en Derecho; eso sí, <<garantizando y preservando 
en todo caso su condición de servicio público>>. ¡Y 
esto lo dice el mismo legislador que paralelamente es-
tablece un esquema general de la organización admi-
nistrativa, es decir, de los servicios públicos, y, lo que 
es peor, que, con este motivo, sienta solemnemente el 
principio capital consagrado en el artículo 2.4 de la 
LOFAGE como derivación del orden constitucional! 
Poco importa que el objetivo perseguido habría podi-
do conseguirse por medíos organizativos públicos or-
dinarios y que semejante solución implique un forza-
miento de la institución fundacional tan excesivo que 
la desagarra: ¿qué sentido el recurso a un ficticio e 
improcedente ejercicio por el Estado de una libertad 
pública-derecho fundamental , cuando aquél es de 
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suyo una construcción abstracta que no precisa de la 
singulat; zación de patrimonios para asegurar la conti-
nuidad de la persecución de determinados fines, con-
sistiendo por ello sus fundaciones en la creación preci-
samente de organismos públicos? El trastocamiento, 
incluso del orden constitucional, es patente. Por mu-
cha que sea la flexibilidad introducida por su legisla-
ción reguladora actual, la organización-personifica-
ción de un patrimonio separado sigue siendo la clave 
de la institución fundacional y éste es el dato que aquí 
falta, pues de organizaciones dirigidas y tuteladas -
que no simplemente sujetas a patrocinadas- por la 
Administración General del Estado y alimentadas pe-
riódicamente por fondos de sus presupuestos (aunque 
ello se trate de ocultar mediante el artificio de la con-
certación contractualizada de la prestación de servi-
cios) se trata. 
La racionalidad instrumental de la gestión presu-
puestaria, más poderosa que la organizativa, se ha en-
cargado bien pronto de despejar cualquier ambigüe-
dad. El artículo 16 de la Ley 65/1997, de 30 de 
diciembre, bajo la significativa rúbrica «régimen pre-
supuestario de las fundaciones de naturaleza o 
titularidad pública», advierte que se está ante en-
tidades creadas <<como nuevas formas de gestión 
del INSALUD» y desvela las estrechas relaciones de 
dirección, control y de orden presupuestario entre la 
Administración General del Estado y tales entes (a 
través del INSALUD). 
2.3. La impotencia de la política organizati-
va para establecer su racionalidad y sus exi-
gencias; y su desbordamiento, de nuevo, por 
la racionalidad instrumental de la gestión 
económico-financiera y presupuestaria 
La mayor eficacia de la aludida racionalidad de la 
gestión presupuestaria respecto de la organizativa ha 
quedado acreditada en cualquier caso con la aproba-
ción de los primeros presupuestos anuales posterior a 
la LOFAGE. Poco ha durado, pues, el impulso políti-
co-jurídico que alumbró ésta. Aunque sea cierto que 
la disposición derogatoria de la LOFAGE no incluye 
expresamente el artículo 6 de la Ley General Presu-
puestaria (en adelante LGP), su disposición transitoria 
tercera establece la inmediata aplicabilidad de su Tí-
tulo I, de donde resulta la sustitución de la clasifica-
ción contenida en este último precepto, y anuncia la 
necesidad de la modificación de la LGP. Habría sido, 
pues, más que conveniente que los Presupuestos Ge-
nerales de 1998 recogieran ya la clasificación institu-
cional resultante de la LOF AGE. La opción ha sido 
justamente la contraria y la postergación del cambio 
<<a la espera de efectuar la adaptación de la normativa 
reguladora de los mismos [de los organismos públi-
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cos] a los preceptos» de dicho texto legal (3). Es decir, 
continúa primando la clasificación del artículo 6 
LGP: todo un ejemplo de la voluntad política de ha-
cer efectivo el nuevo sistema organizativo y su filoso-
fía. 
De esta manera, no es sorprendente que los Pre-
supuestos Generales vigentes continúen articulándose 
sobre una clasificación del sector público, además de 
puramente económico-financiera, confusa y variable 
según su objeto: por de pronto la que proporciona la 
base para la delimitación del ámbito de los propios 
Presupuestos (arts . ·!, 2 y 6), cuya lógica nada tiene 
que ver, obviamente, con la de la LOFAGE; y a ella 
se suma la establecida a los efectos de los gastos de 
personal (art. 18), modulada luego desde el punto de 
vista del régimen de modificación de las retribuciones 
(art. 32). Una base poco propicia para la efectividad 
de la filosofía de la gestión que la LOFAGE pretende 
implantar. No es sorprendente, pues, que persista el 
absoluto desprecio por el valor de la coherencia de las 
distintas piezas determinantes del funcionamiento y la 
actividad de las organizaciones, como resulta de la 
paralela Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medi-
das Fiscales, Administrativas y de Orden Social 
(en adelante LMeFAS), en la que se subvierte -para el 
ámbito específico de la autopistas en régimen de con-
cesión- el sistema general de fuentes de la contrata-
ción pública establecido en 1995, con simultánea pre-
visión de la posibilidad de la adjudicación de las 
ampliaciones (consistentes en el aumento de carriles 
de las calzadas) al propio concesionario y mediante la 
suscripción directa de convenio al efecto (disposicio-
nes adicionales 51 • y 57'). 
La propia LMeF AS no contribuye precisamente, 
en efecto, a despejar la desorientación que produce la 
Ley aprobatoria de los Presupuestos Generales del Es-
tado. 
Cuando actúa como Ley de creación de nuevos 
organismos lo hace apoyándose ciertamente en la 
LOFAGE, pero respetando ésta sólo relativamente: 
a) La regulación dedicada al Instituto para la Re-
estructuración de la Minería del Carbón y Desarrollo 
Alternativo de las Comarcas Mineras (arts. 78, 79 y 
80, más la disposición transitoria s•) es correcta en sí, 
pero queda excesivamente corta respecto de lo exigi-
ble conforme a la LOFAGE. 
b) Justamente lo contrario sucede con la referida 
a la Gerencia de Infraestructura de la Seguridad del 
Estado (arts. 82 a 87) y la Agencia Española del Medi-
camento (arts. 89 a 97). 
En el primer caso falta alguna decisión y sobra 
desde luego la enumeración de las Leyes integrantes 
del régimen aplicable al organismo (4). 
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En el segu ndo, en el que es man iliestamente más 
prolija , presenta un error grave, potencialmente des-
virtuador del sistema organizativo general: la restric-
ción de la ap licabilidad del Derecho admi ni strativo 
que parece inducirse o , al menos, hace posible inducir 
a contrmio de la conexión in necesaria de la ele la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, al ejercicio de las <<fun-
ciones públicas>> . Pues un organismo autónomo es 
una categoría en la que coinciden por entero forma y 
régimen jurídico de la aeLividad (interna y externa): 
una y otro se inscriben plenamente en el Derecho pú-
blico administrativo. La clave puede que esté en la re-
misión en blanco (en contra de la LOFAGE) al estatu-
to de la Agencia para la determinación del régimen 
de su pe rsonal, pues no parece que sea excesiva sus-
ceptibi lidad ver en esa remisión un portillo pa ra rom-
per la d isc ip lina lega l general en es te punto (lo que 
tiene como presupu esto la no actuación siempre de la 
Agencia en régimen de D e recho público). Con todo, 
la regu lación de la Agencia Española del Med icamen-
to es la que m ás lielmente responde a la LOFAGE (5). 
El panora ma cambia cuando la Ley se rclierc a 
entidades ya existentes. Por de pronto se ocupa de la 
Fábrica Nacional de Moneda y Timbre, pero sólo 
pa ra habi litar la prestación por la misma de los servi-
cios técnicos y adm inistrativos necesarios para ga ran-
tizar la seguridad, va lid ez y eficacia el e la emisión y 
rece pc ión de comunicaciones y documentos a través 
de técnicas y medios electrónicos (a rt. 81 ). N i la más 
mínima preo c upació n p or la adaptac ión a la 
LOFAGE. 
En e l caso ele la e mpresa de Transformación 
Agraria, Soci edad Anónima (TRAGSA) [art. 88], la 
atención prestada y el deta ll e ded icado a la concre-
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ción del obj eto de la entidad, los térm inos de la parti-
cipación de las comunidades a utónomas en su capital 
social y de la ejecución ele trabajos por encomienda 
de las Administraciones, la posibilidad ele la colabora-
ción con empresarios p rivados y el régimen ele la ad-
judicación a la mi sma de contratos de las Admini stra-
ciones públicas y las ta rifas apl icables a las obras 
ejectLtadas, contrastan vivamente con la ausencia total 
de cualquie r p rescripción sob re la adaptación al es-
quema de la LOFAGE. Este sile ncio es tanto más gra-
ve, cuanto q ue , de un lado, aque llas regu laciones -por 
su propio conten ido- , a las q ue se suma la dec la ración 
de la apl icabilidad a TRAGSA de la d isposición adi-
cional pri mera de la Ley de Comratos de las Ad minis-
traciones Públicas (disposición adicional 15"), si no 
a nuncian una vol u ntad de manten imiento de la singu-
laridad y atipicicl ad de la entidad, van a diliculta r o 
cua ndo menos ret rasar y complicar tal adaptación , y, 
de otro, la sociedad se califica expresamcnt.e ele <<me-
d io propio instrume ntal y servicio técnico de la Admi-
nistrac ión», que <<cumple se rvicios esenciales», con lo 
q ue su forma actual se ofrece en abie rta contradi cción 
con la exigida por la LOFAGE: entidad pública em-
presa rial. 
Ante es ta situación no precisamente alentadora 
para el futuro de la LOFAGE y, con ella, de un Dere-
cho y una práctica de la organización administrativa 
a la altura del Estado constitucional y de los ti empos 
actuales (ciada la función referenc ial atribu ible al sis-
tema di señado por aq uella Ley), se hace p rec isa tanto 
su denuncia , como una apelación a la recuperación 
del impu lso y la decisión pa ra la ej ecución de la ambi-
ciosa y necesaria política en ella programada. D 
---------------------------------------~otas: ---------------------------------------
( 1) Ley .)/ 1996, de 1 O de enero, de Creación de DeLermi-
nadas Entidades de Derecho Público . 
(2) La sim ple exposición de las líneas maestras del sistema 
implantado por la L.O FAGE basta para justificar el jui-
cio exp resado en el texto: 
1. Por de pro nto , se sepa ran claramente -e n el doble 
plano subjct i\'o y oq_jcci\'o- las esferas administrati\ ·a y 
económica de la mano pública, de suene que esta últi-
ma queda fuera propiamente dd ámbito de la Le y y re-
mitida en su organización y régimen sustanti ,·o al Dere-
cho pris·ado . Depurado así el ámbiLo de la orga-
nización administrati,·a, se clarifica en su seno "aunque 
aquí con notabilís imos desfallecimientos" el fenómeno 
de su fragmentación funcional da «independización» de 
~ccwrcs . 
El ámbiLO organizativo <<ordinario» re sul tante de las an-
teriores operaciones comprende desde las actividades 
por su contenido netamente públicas o administrativas 
en sentido est ri cto hasta las cqui\'alcntcs a las cconómi -
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cas pri va da s pero asignadas o rcscn·adas, por su esen -
cialidad~ al poder público~ art icul á ndose en soluciones 
subjcti\·as, c uyos tipos pretenden encuadrar , es decir, 
«sistematizan) su diversidad sustanti\'a desde la óptica 
de la gestión; tipos que se reducen a dos: la Adminis-
tración directa (la persona A dmin istración General 
del Estado , con sus nivel es internos central y periféri-
co) y la Admini stración indirecta o instrumental (or-
ganismos públicos), subdi\'idida esta última, a su vez, 
según se trate de la mera diferenciación d e la gestión 
o, por contra, de la articulación empresarial de activi-
dades con contenido económico rcsen·adas. 
2. La regulación del sistema se hace enteramcnle desde 
la perspecLiva integradora de la gestión (al servicio de 
los fines y objeLivos); integradora de los momentos de la 
eslructuración y el funcionamiento y, por tanto, de los 
planos orgánico, funcional, de los medios pe rsonales, 
materiales y económico-financie ro y de la acti,·idad ex-
terna . 
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3. El régimen del conjunto de organizaciones así reduci-
do ;l :-;istcma se sujeta a un régimen ba~ado en una com-
binación equi librada de lus principios de unirormidad y 
diH~rsiclad. 
(3) Párraro undécimo ele la exposición de moti,·os de la Ley 
G5/ 1997, de 30 de diciembre, aprobatoria de los Presu-
puestos Generales del Estado . 
(4) Esta rorma de proceder, aunque aquí no tenga mayores 
consecuencias, no es inoc ua para la afi rmación y efcCLi -
,·idad del súacma general organizati,·o. Pues la integri-
dad de éste exige que las Leyes concretas de creación de 
los organismos públicos se mantengan en su func ión or-
gan izativa, ya que lOdo exceso contiene en sí el riesgo 
LEGISLACIÓN ESTATAL 
+ Real Decreto 116/1998, de 30 de enero. 
CffiCULACIÓN URBANA E INTERUR-
BANA (BOE núm. 42, de 18 febrero 1998 
[RCL 1998, 443] ). 
Adapta a la Ley 5/1997, de 24 de marzo 
(RCL 1997, 702), de R eform a del Texto Ar-
ticulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación 
de Vehículos a Motor y Seguridad Vial 
(RCL 1990, 5 78 y 1653 y AA T. VIII , 
§35bis), el Reglamento de Circulación (RCL 
1992, 21 O y 590), y el Reglamento de Proce-
dimiento Sancionador en materia de Tráfi-
co, Circulación de Vehículos a Motor y Se-
guridad Vial (RCL 1994, 1149). 
+Real Decreto 175/1998, de 16 de febre-
ro. ENSEÑANZA EN GENERAL. (BOE 
núm. 41 , de 1 7 febrero 1998 [RCL 1998, 
4 14]). 
Modifica y completa el R eal Decreto 
986/1991, de 14 de junio (RCL 1991 , 414), 
que aprueba el calendario de aplicación de 
la nueva ordenación del sistema educativo. 
+ Real Decreto 38/1998, de 16 de enero. 
CLASES PASIVAS. (BOE núm. 15, de 17 
enero 1998 [RCL 1998, 118]). 
Revalorización y complementos de pensio-




ele ruptura de la disciplina general en ,·inud del princi-
pio de In posLerior. 
(5) No puede dejar de apuntarse aquí -en cuanto un síntoma 
más del descuido del Derecho de la organización entre no-
sotros- la incorrección técn ica de la regulación dedicada a 
la atribución a la nuc,·a Agencia de las tareas y competen-
cias de órganos y centros de la Administración General del 
Estado, la impuwción a la misma de las relaciones enla-
biadas por ésta y la asunción por ella de los medios de los 
referidos órganos y centros. Tales medidas organizati,·as se 
cal ifican nada menos que de sucesión (art. 97), siendo así 
que al menos uno de los sucedidos no es claramente suje-
to, sino mero órgano: la Dirección General del \ !cdica-
mento. 
+ Real Decreto 4/1998, de 9 de enero. SE-
GURIDAD SOCIAL. (BOE núm. 9, de JO 
enero [RCL 1998,44 y 215] ). 
R evalorización de pensiones para 1998. 
+ Orden de 8 de enero de 1998. CORREOS 
Y TELÉGRAFOS. (BOE núm. 12, de 14 ene-
ro 1998 [RCL 1997, 73]). 
Modificación de las tarifas por la prestación 
de servicios postales y telegráficos (RCL 
1997, 73) 
+ Resolución de 2 de enero de 1998. FUN-
CIONARIOS PUBLICOS. (BOE núm. 3, de 
3 enero [RCL 1998, 9] ). 
Modifica la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de 
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